DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se autorice al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito y a favor de la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la tierra Urbana y Rustica de Coahuila, una superficie de terreno de 11,849.69 metros cuadrados, ubicada en el Fraccionamiento Zaragoza de la ciudad de Nueva Rosita, Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se autorice al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito y a favor de la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la tierra Urbana y Rustica de Coahuila, una superficie de terreno de 11,849.69 metros cuadrados, ubicada en el Fraccionamiento Zaragoza de la ciudad de Nueva Rosita, Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. El Gobierno del Estado es propietario de un lote de terreno con una superficie total de 11,894.69 M2, que forma parte de una de mayor extensión, ubicada en el Fraccionamiento denominado “Zaragoza” en la ciudad de Nueva Rosita, del municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila.

SEGUNDO. La propiedad a que se refiere el párrafo anterior se hace constar mediante escritura pública No. 235, de fecha 25 de julio de 1988, inscrita el 19 de enero de 1989, en la Oficina del Registro Público de la ciudad de Sabinas, Coahuila, bajo la partida 1499, Folio 129, Libro 4-C, Sección I.

TERCERO. El Gobierno del Estado considera prioritario y de vital importancia la seguridad jurídica, por lo que respecta a la titularidad de la propiedad urbana y rural por lo cual lleva a cabo la regularización de la tenencia de la tierra principalmente en beneficio de las personas económicamente menos favorecidas, instrumentando acciones concretas e inmediatas para proceder a la escrituración de los predios a favor de sus actuales poseedores, situación que repercute directamente en un mejoramiento del nivel social de sus habitantes.

CUARTO. La Comisión para la Regularización de la Tenencia de la tierra Urbana y Rústica de Coahuila (CERTTURC), tiene por objeto principal atender los problemas que se presentan respecto de los asentamientos humanos irregulares en el Estado de Coahuila, con el propósito de proveer las medidas necesarias para satisfacer en ellos los requisitos indispensables que concluyan en la legal tenencia de la tierra y otorguen seguridad jurídica respecto del patrimonio familiar inmobiliario.

QUINTO. Que la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica de Coahuila (CERTTURC) le ha solicitado al Ejecutivo Estatal la donación a título gratuito del inmueble ubicado en la ciudad de Nueva Rosita del Municipio de San Juan de Sabinas, con el objeto de atender una petición de regularización de los posesionarios del Asentamiento Humano Irregular denominado Fraccionamiento “Zaragoza”, por los motivos que se exponen toda vez que se advierte que se han cubierto los requisitos, para la procedencia de la enajenación, esta Comisión somete a su consideración para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Gobierno del Estado de Coahuila a enajenar a título gratuito una superficie de 11,894.69 M2, que forma parte de una de mayor extensión, con un total d e 3 manzanas y 60 lotes de terreno, los cuales se localizan dentro de un polígono número 4, con una superficie de 3,237.20 M2, y una fracción del polígono número 9, con una superficie de 8,657.20 M2, ambos ubicados en el Fraccionamiento “Zaragoza” en la ciudad de Nueva Rosita, del Municipio de San Juan de Sabinas, a favor de la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica de Coahuila.

La Superficie a que se refiere en el párrafo anterior está contenida en los polígonos “A” y “B” que tienen los puntos, rumbos, medidas y colindancias que a continuación se describen:

POLÍGONO “A”

	COORDENADAS

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	X
	Y

	1
	2
	69.50
	N
	2
	14273033.33
	3091040.76

	2
	3
	124.05
	W
	3
	14272909.28
	3091040.76

	3
	4
	39.40
	S00°13’02” W
	4
	14272909.13
	3091048.76

	4
	5
	12.60
	S00°27’23” E
	5
	14272909.24
	3091048.76

	5
	6
	18.00
	S
	6
	14272909.24
	3091022.76

	6
	1
	124.10
	N 89° 46’ 11” E
	1
	14273033.33
	3091022.76


SUPERFICIE TOTAL = 8,657.49

POLÍGONO “B”

	COORDENADAS

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	X
	Y

	1
	2
	18.00
	N
	2
	14272895.24
	3091040.76

	2
	3
	1.00
	E
	3
	14272896.24
	3091040.76

	3
	4
	8.00
	N
	4
	14272896.24
	3091048.76

	4
	5
	125.20
	W
	5
	14272771.04
	3091048.76

	5
	6
	26.00
	S
	6
	14272771.04
	3091022.76

	6
	1
	124.20
	E
	1
	14272895.24
	3091022.76


SUPERFICIE TOTAL = 3,237.20 M2

El inmueble de referencia se encuentra inscrito a favor del Gobierno del Estado en la Oficina del Registro Público del Distrito de la ciudad de Sabinas, Coahuila, bajo la partida 1499, Folio 129, Libro 4-C Sección I, de fecha 19 de Enero de 1989.

ARTÍCULO SEGUNDO. La enajenación que se autoriza en este decreto se realizará a favor de la Comisión Estatal para la regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica de Coahuila (CERTTURC), la cual deberá verificar la posesión legal de aquellas personas que obren registradas en el censo que para tal efecto se haya levantado.

ARTÍCULO TERCERO. El Objeto de donación se autoriza, es el de regularizar la posesión precaria de los particulares que actualmente poseen los lotes de terreno que conforman el asentamiento humano irregular conocido como “Fraccionamiento Zaragoza” en la ciudad de Nueva Rosita, del Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila, mediante su enajenación a título gratuito, a favor de los actuales poseedores conforme al censo a que obre en poder de CERTTURC.

ARTÍCULO CUARTO. Se faculta al Ejecutivo del Estado para que por conducto del representante legal que designe, otorgue el título de propiedad correspondiente a la enajenación que el presente decreto autoriza. 

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos que se generen en virtud proceso de escrituración y registro de la operación autorizada en este decreto, serán cubiertos por los beneficiarios de los lotes a favor de quienes se regularice la posesión de los mismos.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse íntegramente en los títulos de propiedad correspondientes.

ARTÍCULO SÉPTIMO. En el supuesto de que no se formalicen las operaciones que se autorizan en un plazo de dieciocho meses, los cuales serán computados a partir de la fecha en que inicie su vigencia el presente decreto, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose, en su caso, de nueva autorización legislativa para proceder a la donación del inmueble a que se hace referencia en el artículo primero de este decreto. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 18 de agosto del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa                                             Dip. Gabriel Ramos Rivera

               Coordinador

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal                                     Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez                                       Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.
Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la señora Yolanda Oranday Leza.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 5 de agosto del 2003, se recibió iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la señora Yolanda Oranday Leza.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que el Ejecutivo Estatal estima necesario expresar justo reconocimiento a todas aquellas personas que participaron en el bien de la Patria durante la revolución y, en su caso, por justicia social, a sus descendientes directos.

SEGUNDO. Que el señor Francisco Oranday García fue veterano de la revolución y, durante dicho acontecimiento, cumplió cabalmente con su deber.

TERCERO. Que la señora Yolanda Oranday Leza, descendiente directa del señor Francisco Oranday García, solicitó al Ejecutivo Estatal gestionar el otorgamiento de una pensión vitalicia en virtud del mérito revolucionario de su difunto padre y dada la precaria situación económica de la solicitante, así como su deteriorado estado de salud, según se desprende de los estudios socioeconómicos practicados por la Secretaría de Finanzas el Estado, se justifica la necesidad de que la misma cuente con un ingreso que le ayude a solventar diversos gastos fundamentalmente de carácter médico. 
CUARTO. En virtud de lo anterior, esta Comisión encuentra justificada la solicitud del Ejecutivo Estatal para proponer a esta Legislatura se otorgue una pensión vitalicia a la señora Yolanda Oranday Leza,  por lo que nos permitimos someter para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, la siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que otorgue una pensión vitalicia a la señora Yolanda Oranday Leza, por la cantidad de $2,200.00 (Dos Mil Doscientos Pesos 00/100 M.N.) mensuales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que la pensión a que se alude en el artículo anterior, sea incrementada de acuerdo y en proporción al porcentaje de aumento que en el futuro se autorice para los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO. La pensión a que se hace mención en el presente decreto será pagada a la señora Yolanda Oranday Leza por la Secretaría de Finanzas del Estado, con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. La pensión a que se refiere el presente decreto será incompatible con cualquiera otra que otorgue el Gobierno del Estado, por lo que en caso contrario, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo y por lo tanto se cancelará la pensión que se otorgue.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. La pensión vitalicia que se otorga mediante este decreto quedará automáticamente cancelada al fallecimiento de la titular de la misma.
TERCERO. Para los efectos de lo dispuesto en este decreto la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado deberá establecer los mecanismos necesarios para verificar con la periodicidad que estime conveniente, que la beneficiaria de la pensión que se otorga en este decreto no haya fallecido. 

CUARTO. Considerando que el monto que se otorga por concepto de pensión obedece a que, según información proporcionada por la beneficiaria de la misma, no hay más descendientes del señor Francisco Oranday García, en el caso de que, posterior a la entrada en vigor de este decreto se presentare alguna persona que acredite también ser descendiente del referido señor Oranday García, la pensión vitalicia que se otorga en este decreto quedará suspendida hasta en tanto se resuelva sobre la procedencia de esa petición, o sobre una forma de distribución del beneficio que se determina en este decreto o, sobre la cancelación de la pensión otorgada, según corresponda. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 18 de agosto de 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa                                             Dip. Gabriel Ramos Rivera

               Coordinador

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal                                     Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez                                       Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.
Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del señor Miguel de León Navarro.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 5 de agosto del 2003, se recibió iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del señor Miguel de León Navarro.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que el Ejecutivo Estatal estima necesario expresar justo reconocimiento a todas aquellas personas que participaron en el bien de la Patria durante la revolución y, en su caso, por justicia social, a sus descendientes directos.

SEGUNDO. Que el señor Abdón de León Morales fue veterano de la revolución y, por ello le fue otorgada por acuerdo presidencial, la condecoración Legión de Honor Mexicana. 

TERCERO. Además, por decreto número 174 emitido por esta honorable Legislatura el 20 de febrero de 1990, y publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado con fecha 20 de marzo del mismo año, le fue otorgada al referido señor de León Morales, una pensión vitalicia, misma que quedó cancelada automáticamente a su fallecimiento. 
CUARTO. Que el señor Miguel de León Navarro, descendiente directo del señor Abdón de León Morales, solicitó al Ejecutivo Estatal gestionar el otorgamiento de una pensión vitalicia en virtud del mérito revolucionario de su difunto padre y dada la precaria situación económica de la solicitante, así como su deteriorado estado de salud, según se desprende de los estudios socioeconómicos practicados por la Secretaría de Finanzas el Estado, se justifica la necesidad de que el mismo cuente con un ingreso que le ayude a solventar diversos gastos fundamentalmente de carácter médico. 
CUARTO. En virtud de lo anterior, esta Comisión encuentra justificada la solicitud del Ejecutivo Estatal para proponer a esta Legislatura se otorgue una pensión vitalicia al señor Miguel de León Navarro,  por lo que nos permitimos someter para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, la siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que otorgue una pensión vitalicia al señor Miguel de León Navarro, por la cantidad de $2,00.00 (Dos Mil Pesos 00/100 M.N.) mensuales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que la pensión a que se alude en el artículo anterior, sea incrementada de acuerdo y en proporción al porcentaje de aumento que en el futuro se autorice para los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO. La pensión a que se hace mención en el presente decreto será pagada al señor Miguel de León Navarro por la Secretaría de Finanzas del Estado, con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. La pensión a que se refiere el presente decreto será incompatible con cualquiera otra que otorgue el Gobierno del Estado, por lo que en caso contrario, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo y por lo tanto se cancelará la pensión que se otorga.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. La pensión vitalicia que se otorga mediante este decreto quedará automáticamente cancelada al fallecimiento de la titular de la misma.
TERCERO. Para los efectos de lo dispuesto en este decreto la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado deberá establecer los mecanismos necesarios para verificar con la periodicidad que estime conveniente, que el beneficiario de la pensión que se otorga en este decreto no haya fallecido. 

CUARTO. Considerando que el monto que se otorga por concepto de pensión obedece a que, según información proporcionada por el beneficiario de la misma, no hay más descendientes del señor Abdón de León Morales, en el caso de que, posterior a la entrada en vigor de este decreto se presentare alguna persona que acredite también ser descendiente del referido señor León Morales, la pensión vitalicia que se otorga en este decreto quedará suspendida hasta en tanto se resuelva sobre la procedencia de esa petición, o sobre una forma de distribución del beneficio que se determina en este decreto o, sobre la cancelación de la pensión otorgada, según corresponda. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 18 de agosto de 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa                                             Dip. Gabriel Ramos Rivera

               Coordinador

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal                                     Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez                                       Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.
Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del señor Marco Antonio Alvarez Torres.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 5 de agosto del 2003, se recibió iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del señor Marco Antonio Alvarez Torres.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Es propósito de Ejecutivo Estatal reconocer a aquellas personas que colaboraron en la Administración Pública del Estado, particularmente en el desempeño de funciones encaminadas a mantener la seguridad pública en el estado, y que en cumplimiento de esas funciones han sufrido algún accidente. 

SEGUNDO. El señor Marco Antonio Alvarez Torres se desempeñó como custodio del Centro de Readaptación Social de la Ciudad de Torreón, Coahuila, adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado y el 01 de octubre de 1998 sufrió un accidente de trabajo en cumplimiento de su deber causándosele una incapacidad total y permanente.

TERCERO. En virtud de lo anterior, esta Comisión encuentra justificada la solicitud del Ejecutivo Estatal para proponer a esta Legislatura se otorgue una pensión vitalicia al señor Marco Antonio Alvarez Torres, por lo que nos permitimos someter para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, la siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que otorgue una pensión vitalicia al señor Marco Antonio Alvarez Torres, por la cantidad de $3,000.00 (Tres Mil Pesos 00/100 M.N.) mensuales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que la pensión a que se alude en el artículo anterior, sea incrementada de acuerdo y en proporción al porcentaje de aumento que en el futuro se autorice para los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO. La pensión a que se hace mención en el presente decreto será pagada al señor Marco Antonio Alvarez Torres por la Secretaría de Finanzas de la Administración Pública Estatal, con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. La pensión a que se refiere el presente decreto será incompatible con cualquiera otra que otorgue el Gobierno del Estado, por lo que en caso contrario, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Para los efectos de lo dispuesto en este decreto la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado deberá establecer los mecanismos necesarios para verificar con la periodicidad que estime conveniente, que el beneficiario de la pensión que se otorga en este decreto no haya fallecido. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 18 de agosto de 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS
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Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.
Con fundamento en lo establecido por los artículos 67 fracción XX, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y los artículos 17 inciso 1, 40, 42 inciso 3 y 84 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, la Comisión de Justicia de este Honorable Congreso, emite el siguiente proyecto de dictamen: 

ANTECEDENTES:
1.
Con fecha 17 de junio del año en curso fue turnada a esta Comisión, por el Pleno de este H. Congreso del Estado la siguiente documentación

Oficio del Congreso del Estado de Chihuahua, mediante el cual se informa sobre la aprobación de dos acuerdos, para manifestar su desacuerdo con la aprobación, por parte de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, de la Miscelánea de Garantías de Créditos, al considerar que algunas de esas reformas atentan contra el patrimonio de los mexicanos y de las garantías de seguridad jurídica y de propiedad, consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; acompañándose dichos acuerdos y solicitándose que las Legislaturas de los Estados se sumen en contra de dichas reformas que atentan contra las garantías de los mexicanos.

2.
Anexo al oficio citado se recibieron copias simples de los siguientes documentos: 

a)
Oficio No. U. T. 1319/03 de fecha 14 de mayo del 2003, signado por el Dip. Mario Trevizo Salazar 

b)
Acuerdo No. 597/03 II. P.O. de la Sexagésima Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Chihuahua, reunida en su Segundo Período Ordinario de Sesiones, dentro de su segundo año de ejercicio constitucional. 

A través del cual se acuerda: 

"PRIMERO.- La sexagésima Legislatura del H. Congreso del Estado de Chihuahua, manifiesta su total desacuerdo con la aprobación por parte del Congreso de la Unión de la Miscelánea de Garantías de Créditos, por considerar que algunas de estas reformas atentan contra el patrimonio de los mexicanos y de las garantías de seguridad jurídica y de propiedad consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El H. Congreso del Estado de Chihuahua se reserva el derecho de solicitar al Titular del Poder Ejecutivo Federal que ejercite su derecho de veto a las mencionadas reformas y en caso de ser necesario solicitará el ejercicio de la acción de inconstitucionalidad por las violaciones tan graves que observamos en la Miscelánea de Garantías.

SEGUNDO: La sexagésima Legislatura del H. Congreso del Estado de Chihuahua, solicita de manera atenta y respetuosa a la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión tenga a bien tomar en consideración las observaciones realizadas por la Cámara Revisora con relación al artículo Transitorio del dictamen elaborado por la Comisión de .Hacienda y Crédito. Publico por medio del cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, del Código de Comercio, de la Ley de Instituciones de Crédito, de la Ley de Mercado de Valores, de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, de Ley Federal de Instituciones de Fianzas y de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, en el cual se propone precisar que todos los contratos celebrados con anterioridad a la entrada en vigor del decreto, incluyendo la novación o reestructuración de créditos, se regirán por leyes bajo las cuales se hayan celebrado".

c)
Dictamen de la Comisión Especial de Cartera Vencida del H. Congreso del Estado de Chihuahua, de fecha 9 de abril del 2003.

d)
Acuerdo No. 626/03 II P.O. de la Sexagésima Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Chihuahua, reunida en su segundo período ordinario de sesiones, dentro de su segundo año de ejercicio Constitucional. A través del cual acuerda: 

“ PRIMERO: La Sexagésima Legislatura del H. Congreso del Estado de Chihuahua, manifiesta su desacuerdo con la aprobación por parte de la H. Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión de la Miscelánea de Garantías de Crédito, por considerar que algunas de estas reformas atentan contre el patrimonio de los mexicanos y de las garantías de seguridad jurídica y de la propiedad consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

SEGUNDO: Envíese copia del presente acuerdo, al acuerdo aprobado el pasado 9 de abril del año en curso, así como de sus respectivas iniciativas al resto de las Legislaturas de los Estados con la finalidad de que se sumen en contra de estas reformas u atentan contra las garantías de los mexicanos".

e)
Dictamen de la Comisión Especial de Cartera Vencida, del H. Congreso del Estado de Chihuahua, de fecha 13 de Mayor del 2003.

f)
Dictamen con proyecto de Decreto que presentan en fecha 29 de Octubre del 2002, las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores, a través del cual se reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, del Código de Comercio, de la Ley de Instituciones de Crédito, de la Ley del Mercado de Valores, de la Ley General de Instituciones y Sociedades  Mutualistas de Seguros, de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas y de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Crédito.

g)
Dictamen con proyecto de Decreto que presentan en fecha 8 de abril del 2003, las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores, a través del cual se reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, del Código de Comercio, de la Ley de : Instituciones de Crédito, de la Ley del Mercado de Valores, de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas y de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Crédito. 

CONSIDERANDOS:

PRIMERO.- Una vez que se realizó un análisis minucioso de los documentos arriba descritos se pudo establecer que según el numeral 7 del capitulo relativo a la exposición de motivos del Dictamen presentado por la Comisión Especial de Cartera Vencida del H. Congreso del Estado de Chihuahua los integrantes de la misma, se encuentran en desacuerdo a la reforma, adición y derogación de los preceptos legales citados en los documentos, debido a: 

“7.- La serie de reformas planteadas en esta miscelánea de garantías de crédito no funcionan desde el punto de vista económico y mucho menos desde el punto de vista jurídico. En nuestro concepto las reformas planteadas en el artículo 403 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, pueden llegar a violar los artículos 14 y 17 Constitucionales; el artículo 14, por sin necesidad de ser escuchado y vencido en juicio la banca puede hacerse justicia por propia mano, violando con ello también el artículo 17.

La iniciativa pone al servicio se las instituciones de crédito o de financiamiento toda una estructura normativa para garantizar la protección de sus intereses y sobre todo la pronta recuperación de sus créditos, poniendo en riesgo el principio de igualdad de las partes en el juicio y privilegiando la posición del acreedor en procedimientos extrajudiciales.

El procedimiento extrajudicial que plantea el artículo 403 antes citado es atentatorio de la seguridad jurídica tutelada por la constitución, ya que priva al deudor de la oportunidad de su defensa, de la que debe gozar en un procedimiento antes de ser privado de sus propiedades o derechos. Aún cuando este procedimiento sería pactado por las partes puede poner a los deudores en desventaja en relación a los acreedores en la ejecución de la garantías y transformaría radicalmente los procedimientos para impartir justicia violando principios fundamentales de la constitución como la garantía de la previa existencia de tribunales y la del debido procedimiento. y si bien se señala como opcional para el deudor y para el acreedor seguir el procedimiento sumario para hacer efectiva la garantía, en la práctica las instituciones de crédito condicionarían el otorgamiento del mismo a que necesariamente se sigua dicho procedimiento."

Como se puede desprender del análisis del texto citado, se puede concluir fácilmente que los mismos legisladores que se oponen a la aprobación de dicho artículo, señalan en su exposición de motivos que el artículos 403, prevé necesariamente para su aplicación el acuerdo de las partes, por lo cual les permite oponerse en forma fehaciente y en ningún momento se les deja desprotegidos, simplemente somete a la voluntad de las partes el procedimiento a seguir, dando con esto la opción de que sea sumario, lo anterior traería una justicia pronta y expedita que también es ordenada por nuestros preceptos legales y en ningún momento violatoria de garantía constitucional alguna. 

SEGUNDO.- Por lo que se refiere al segundo argumento, relativo al artículo 406 de la misma ley en comento, señalan que este resulta violatorio del artículo 17 Constitucional que a la letra dice: ....." Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil", indicando además que la posesión material de los bienes objeto de garantía en este caso particular, deriva precisamente de un contrato de naturaleza mercantil, y que sin embargo se establecen disposiciones de carácter penal que contiene el criterio de sancionar la conducta presumiblemente delictiva que describe el tipo.

Aquí efectivamente el artículo 17 señala lo antes citado, y efectivamente los objetos de garantía se obtienen por medio de un contrato de naturaleza , mercantil, sin embargo la conducta que sanciona el artículo 406, es precisamente para cuando el poseedor material del objeto, lo transmita, grave, o afecte la propiedad o posesión de los mismos, en términos distintos a los previstos en la ley, sustraiga sus componentes o los desgaste fuera de su uso normal o por alguna razón disminuya intencionalmente el valor de los mismos, lo anterior implica que la acción se realice con dolo, es decir lo que sanciona no es la deuda de naturaleza mercantil sino la conducta dolosa del poseedor que a sabiendas que no puede disponer del bien, lo hace en perjuicio de los intereses de otro, conducta por demás reprobable a todas luces, y que consecuentemente debe de contar con una sanción adecuada, para evitar perdidas mayores, por tanto no se puede considerar violatorio del artículo 17 Constitucional ya que previamente se debe acreditar el tipo penal correspondiente, lo que dará en todo momento durante su procedimiento, la oportunidad de una defensa adecuada y que además de no sancionarse se estaría dejando desprotegido a quien legalmente si puede disponer del objeto.

TERCERO.- Ahora bien por lo que se refiere al numeral 9, del capítulo de exposición de motivos se hace alusión a que existe el riesgo potencial y real de que a través de la ley se aplique de manera retroactiva a los procedimientos de reestructuración de adeudos bajo los modificaciones planteadas en la ley y en el numeral 10 se hace referencia a la necesidad de que la Cámara de Senadores tome en consideración las diversas argumentaciones vertidas en el cuerpo del dictamen del Congreso del Estado de Chihuahua y a las observaciones realizadas por la Cámara revisora en lo relativo a la modificación al artículo Transitorio en donde se prevé la irretroactividad de la ley.

Sin embargo sin nos remitimos al proyecto de decreto para reformar, adicionar y derogar las leyes en cuestión en su apartado correspondiente a los artículos transitorios como artículo único tenemos en su párrafo segundo lo siguiente: 

"Las disposiciones de este Decreto no serán aplicables a los créditos contratados con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del mismo, ni aún tratándose de novación o reestructuración de créditos" 

Como se puede observar con la inclusión del párrafo que antecede es obvio que se deja sin efecto siquiera en forma de "riesgo potencial", la aplicación retroactiva de la ley, con lo que se descarta de nueva cuenta la posibilidad de violentar las garantías individuales de los gobernados. 

CUARTO.- Por otra parte no pasa por alto que en los dictámenes emitidos y aprobados mediante acuerdos 597/03 II P.O. y 626/03 II P.O. por el H. Congreso del Estado de Chihuahua, que fueron transcritos en el capítulo 2 incisos b) y d) respectivamente de antecedentes del presente documento rechaza categóricamente "algunas" de las reformas sin precisar específicamente cuales de ellas combate, por lo que al analizar el cuerpo de dichos dictámenes solamente se estableció su inconformidad por lo que se refiere a los artículos 403 y 406 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, los cuales ya fueron estudiados y analizados en los considerandos del primero al tercero de este documento. 

Lo anterior como es obvio hace innecesario el entrar al análisis de las diversas reformas, adiciones y derogación de las leyes, ya que el documento que nos fue enviado a esta legislatura solamente era para solicitar que esta Legislaturas se sumase en contra de dichas reformas que atentan contra las garantías de los mexicanos, cuestión que como ha quedado demostrada no es factible. 

QUINTO.- Por otra parte es importante señalar que el Ejecutivo Federal en fecha 23 de junio del año en curso, publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto, mediante el cual se reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, del Código de Comercio, de la Ley de Instituciones de Crédito, de la Ley del Mercado de Valores, de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas y de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Crédito, con lo cual se le imposibilita el ejercer el derecho de veto. 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el artículo 84 de la Ley Orgánica del Congreso, la Comisión de Justicia propone al Pleno del Congreso del Estado, el siguiente proyecto de : 

DICTAMEN

PRIMERO.- El Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, no comparte el criterio adoptado por el H. Congreso del Estado de Chihuahua, por los razonamientos expuestos en los considerandos del presente documento en lo relativo a la Miscelánea de Garantías de Créditos. 

SEGUNDO.- Comuníquese, para su conocimiento, el presente, al H. Congreso del Estado de Chihuahua y a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Estudios Legislativos de Cámara de Senadores en donde se analizaba y estudiaba la presente iniciativa 

Atentamente

Saltillo, Coah. A 27 de agosto de 2003

Dip. Jesús de León Tello

Coordinador

Dip. Hugo Héctor Martínez González                Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Carlos Tamez Cuellar                              Dip. Miguel Felipe Mary Ayup

Dip. Gabriel Ramos Rivera                             Dip. Luis F. Salazar Fernández

Dip. Ramón Díaz Ávila                                   Dip. María B. Granillo Vázquez

Con fundamento en lo establecido por los artículos 67 fracción XX, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y los artículos 17 inciso 1, 40, 42 inciso 3 y 84 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, la Comisión de Justicia de este Honorable Congreso, emite el siguiente proyecto de dictamen:

ANTECEDENTES:
1.
Con fecha 12 de agosto del año en curso fue turnada a esta Comisión, por la Diputación Permanente de este H. Congreso del Estado la siguiente documentación: 

Escrito que suscriben Benigno Regino García y Otros siete ciudadanos que se consideran socios de la Cooperativa Mineros Norteños, S.C.L., mediante el cual solicitan que se les apoye a fin de solicitar al Ejecutivo del Estado, que asuma su responsabilidad de cuidar la observancia de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentando denuncia ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o bien ante el Consejo de la Judicatura Federal en términos del Artículo 97 de la Constitución General, a efecto de que se determine la existencia de violación a sus garantías constitucionales, por la actuación de los magistrados y jueces que conocieron de los juicios que entablaron en contra de la mencionada cooperativa Mineros Norteños. 

2.
Anexo al oficio citado se recibieron copias simples de los siguientes documentos: 

a)
El escrito a que se hace referencia en el antecedente anterior, signado por el c. Benigno Regino. García y otras personas, en donde se expone la narrativa cronológica de los hechos que motivan su solicitud mismos que se tienen por reproducidos para los efectos del presente dictamen.

b)
Oficio número 1394/2002 signado por el c. Gobernador Constitucional del Estado, Lic. Enrique Martínez y Martínez, a través del cual les comunica a los solicitantes, que su solicitud resulta improcedente, por las razones en el expuestas.

c)
Resolución emitida por el Segundo Tribunal Unitario del Octavo Circuito, en la ciudad de Torreón Coahuila, en fecha 29 de octubre del 2001, dentro del toca civil 5/2000, a través del cual en el capitulo de resolutivos se señala:

PRIMERO.- Se confirma la sentencia de treinta y uno de agosto de dos mil uno, pronunciada por el Juez Cuarto de Distrito en el Estado, en autos del juicio ordinario mercantil 3/2000, promovido por Pablo Gaspar Ramírez y otros, en contra de la Sociedad Cooperativa Mineros Norteños, S.C.L.

SEGUNDO.- Se condena a la parte actora apelante al pago de  costas de primera y segunda instancia.

d)
Escrito de fecha mayo del 2002, signado por los solicitantes y dirigido al C. Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en donde se le expone su solicitud para que este último intervenga y haga suya la queja por ellos interpuesta, para que pida a la Suprema Corte de Justicia de la Nación tenga a bien hacer llegar la misma al Consejo de la Judicatura Federal, ello para que averigüen la conducta de jueces y magistrados, en un litigio en el cual los solicitantes se vieron involucrados, así mismo en dicho escrito se expone en forma narrativa los hechos acontecidos.

e)
Escrito dirigido al Tribunal Colegiado del Octavo Circuito en Turno, signado por el c. Benigno Regino García, por sus propios derechos y como representante común de los afectados, a través del cual solicita en vía directa el Amparo y Protección de la Justicia Federal en contra de la Autoridad Responsable, señalando como tal a Magistrados que integran el Segundo Tribunal Unitario del Octavo Circuito, con residencia en la Ciudad de Torreón Coahuila. 

CONSIDERANDOS:

PRIMERO.- Que al abocarnos al análisis del documento a través del cual los solicitantes realizan su petición ante el Poder Legislativo, encontramos que los mismos narran en forma pormenorizada cada uno de los paso o procedimientos legales que agotaron antes de llegar a esta instancia. 

Dentro de dicho procedimiento se establece que en primer término acudieron al Ministerio Público del fuero común, en donde interpusieron una denuncia por el delito de Administración Fraudulenta, lo anterior por habérseles negado las participaciones económicas que según ellos como miembros integrantes de la cooperativa Mineros Norteños S.C.L les correspondían, lo anterior al realizar estos últimos, la venta de los fundos mineros que poseía la cooperativa, así mismo señalan que dicha denuncia no prospero legalmente en atención a que quienes eran señalados como presuntos responsables se apersonaron ante la autoridad integradora y exhibieron copias certificadas de actas en donde los solicitantes habían sido excluidos como socios en forma anterior a la venta.

Sin embargo aún y cuando señalan que ellos desconocían su aparente exclusión de la sociedad, también afirman que se retiraron de la cooperativa con permiso de la asamblea e incluso mencionan en el numeral dos “ pasados los años", es decir como miembros de la cooperativa se retiraron absolutamente de la misma y no volvió a ser de su interés hasta el momento en que se enteraron que se habían realizados estudios técnicos por empresas extranjeras y que la conclusión de los mismos es que los fundos que eran propiedad de la cooperativa a la que pertenecían aún tenían 70 años de vida. 

SEGUNDO.- Ahora bien, precisan también que ante la negativa del Ministerio Público y la presentación de los presuntos responsables de las actas citadas, acudieron al Juzgado Cuarto de Distrito promoviendo juicio ordinario mercantil y demandando la nulidad de las actas, sin embargo al resolver dicha autoridad la sentencia les fue desfavorable ya que se invocó por parte de los demandados la prescripción negativa en su favor, situación que según la autoridad judicial en su resolución valoro y determino acertada. Por lo que presentaron el recurso de apelación correspondiente en contra de dicha sentencia del cual conoció el Segundo Tribunal Unitario del Octavo Circuito en el Estado, quien confirmó la sentencia emitida, y precisa textualmente en el numeral 8 de sus escrito que esto a pesar de que el Segundo Tribunal Unitario del Octavo Circuito en su considerando cuarto señaló lo siguiente: "este Tribunal comparte el punto de vista de los apelantes (nosotros) respecto a la necesidad de conocer su exclusión de la sociedad, como requisito para iniciar el computo de la prescripción; sin embargo este conocimiento no tiene que ser precisamente en la forma y términos que especifican".

Con la anterior trascripción del considerando se pretende hacer creer que dicho tribunal a pesar de estar de acuerdo con los solicitantes dicto una sentencia contraria a su propio criterio, lo cual resulta incongruente, pero explicable si se revisa en forma integra el considerando en cuestión ya que después del texto citado por los solicitantes continua diciendo ..."los inconformes, cuenta habida .que si se hubiera seguido todo el procedimiento legalmente establecido para excluir a los socios, no existiría razón para demandar la nulidad de las actas relativas, porque en tal evento no estarían afectadas de los vicios que se señalan en la demanda. 

En este orden de ideas, el tribunal considera que existiendo elementos que en forma indudable pongan de manifiesto el punto de partida, es jurídicamente factible que se declare la prescripción, en caso de haber operado. 

En la especie, el Juez de Distrito tomó en cuenta las manifestaciones vertidas en la querella presentada ante el Ministerio Público, corroboradas con lo expresado en la demanda y en las actas de asamblea, lo que le permitió concluir que el término se consumó, pues tuvieron conocimiento de actos que implicaron la exclusión y tuvo razón, pues si de conformidad con lo que dispone el artículo 1045 fracción I del Código de Comercio, son menester cinco años para que prescriban acciones como la deducida y en la demanda natural se mencionan requerimientos extrajudiciales que datan de años a la fecha y en la querella se aludió a diez años; lo así señalado, ciertamente es base y fundamento para considerar prescrita la acción:" 

De lo anterior podemos ver que la afirmación realizada por los solicitantes queda sin base ya que en ningún momento se violentan sus garantías individuales por la autoridad Judicial ya que como ella los señala se tomaron en cuenta elementos probatorios que se exhibieron durante la integración de la averiguación previa entre otras cosas y según se desprende de la propia sentencia. La anterior apreciación se realiza con la intención de aclarar los argumentos vertidos por los solicitantes y en ningún momento con el afán de sustituir o constituirnos en órgano materialmente jurisdiccional. 

TERCERO.- Así mismo señalan los solicitantes que una vez que fue emitida la sentencia acudieron mediante la vía de amparo directo, ante el Tribunal Colegiado del Octavo Circuito en donde señalaron como autoridad responsable al Tribunal Unitario, y ante dicha instancia se sobreseyó el amparo promovido fundando el Tribunal Colegiado del Octavo Circuito su sobreseimiento en que los conceptos de violación eran muy similares a los agravios hechos valer ante el Tribunal de apelaciones, reconociendo así mismo los solicitantes que así fue. 

CUARTO.- Los solicitantes, en ningún momento dentro de sus escrito presentado 

ante el H. Congreso del Estado, señalan cual fue el actuar de las autoridades que indican como responsables, con el cual se actualiza la grave violación a sus garantías individuales, ya que como quedo establecido en los considerandos anteriores cada unos de los procedimientos realizados se efectuó conforme a derecho, y hasta el momento los solicitantes no han acreditado lo contrario, con lo cual no se actualiza el supuesto que prevé el artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el artículo 84 de la Ley Orgánica del Congreso, la Comisión de Justicia propone al Pleno del Congreso del Estado, el siguiente proyecto de . 

DICTAMEN

PRIMERO.- Se considera improcedente la petición realizada por el c. Benigno Regino García y Otros siete ciudadanos que se consideran socios de la Cooperativa Mineros Norteños, S.C.L., mediante el cual solicitan que se les apoye a fin de solicitar al Ejecutivo del Estado, que asuma su responsabilidad de cuidar la observancia de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentando denuncia ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o bien ante el Consejo de la Judicatura Federal en términos del Artículo 97 de la Constitución General, a efecto de que se determine la existencia de violación a sus garantías constitucionales, por la actuación de los magistrados y jueces que conocieron de los juicios que entablaron en contra de la mencionada cooperativa Mineros Norteños, lo anterior por lo expuesto en los considerandos del presente documento. 

SEGUNDO.- Comuníquese, para su conocimiento al Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Lic. Enrique Martínez y Martínez y al c. Benigno Regino García y Otros siete ciudadanos por conducto de este último, en el domicilio señalado en su escrito de solicitud, realizando esta ultima por correo certificado en atención a que dicho domicilio se localiza fuera de esta ciudad. 

Atentamente

Saltillo, Coah. A 27 de agosto de 2003

Dip. Jesús de León Tello

Coordinador

Dip. Hugo Héctor Martínez González                Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Carlos Tamez Cuellar                              Dip. Miguel Felipe Mary Ayup

Dip. Gabriel Ramos Rivera                             Dip. Luis F. Salazar Fernández

Dip. Ramón Díaz Ávila                                   Dip. María B. Granillo Vázquez

